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PALACIO LEGISLATIVO, A 2 DE JULIO DE 2019. 

Número UEC/DJEC/M/162/2019. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de junio de 2019. 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes 

de junio de 20191, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes 

para la Unidad de Evaluación y Control: 
FISCALIZACIÓN SUPERIOR 
, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN. SU GÉNESIS Y FINALIDAD. 

INIC 
RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. BLOQUEAR O NO PERMITIR EL ACCESO A 

UN USUARIO A LAS CUENTAS EN LAS QUE COMPARTEN INFORMACIÓN RELATIVA A SU 

GESTIÓN GUBERNAMENTAL SIN CAUSA JUSTIFICADA, ATENTA CONTRA LOS DERECHOS DE 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA CIUDADANÍA. 

REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DE SUS 

CUENTAS PERSONALES NO PUEDE OBEDECER A SU CONFIGURACIÓN DE PRIVACIDAD. 

SERVIDORES PÚBLICOS. TIENEN UN DERECHO A LA PRIVACIDAD MENOS EXTENSO QUE EL 

DEL RESTO DE LA SOCIEDAD EN RELACIÓN CON LAS ACTIVIDADES VINCULADAS CON SU 

FUNCIÓN. 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

PROCEDIMIENTO PARA EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS. LE SON 

INAPLICABLES LOS PRINCIPIOS DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA E IN DUBIO PRO REO. 

MAGISTRADOS ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. ATRIBUTOS QUE DEBEN ACREDITARSE 

PARA CUMPLIR CON EL PRINCIPIO DE IDONEIDAD EN SU DESIGNACIÓN Y RATIFICACIÓN. 

MAGISTRADOS ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. ASPECTOS QUE DEBEN DETALLARSE 

PORMENORIZADAMENTE PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE TRANSPARENCIA Y 

MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL PROCEDIMIENTO PARA SU DESIGNACIÓN Y RATIFICACIÓN. 

PROCEDIMIENTOS PARA EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS Y 

ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. SUS NOTAS DISTINTIVAS. 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE ACTUALIZA POR 

CONDUCTAS QUE, SIN AFECTAR LA DEBIDA PRESTACIÓN DE LA 

ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA, VIOLEN LOS PRINCIPIOS Y DISCIPLINA APLICABLES A 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los 7, 14, 21 y 28 de junio de 2019  
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AQUÉLLOS Y SE TRADUZCAN EN UN ABUSO O EJERCICIO INDEBIDO DEL CARGO PARA 

OBTENER BENEFICIOS QUE SÓLO CON ESE CARÁCTER SE LOGRARÍAN. 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. A LOS 

PROCEDIMIENTOS CORRESPONDIENTES A CONDUCTAS REPROCHADAS COMETIDAS BAJO 

LA VIGENCIA DE LA ABROGADA LEY FEDERAL RELATIVA, LES SON APLICABLES LAS REGLAS 

DE ÉSTA Y NO LAS DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. 
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INICIO 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2020037  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.10o.A.107 A (10a.)  

 

SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN. SU GÉNESIS Y FINALIDAD. 
 

Ante el deber asumido por el Estado Mexicano en la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción 

de la Organización de los Estados Americanos, con la participación de las 

principales fuerzas políticas nacionales, se reformaron disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de combate a la 

corrupción, por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 

mayo de 2015, mediante las cuales se creó el Sistema Nacional Anticorrupción, 

como la institución adecuada y efectiva encargada de establecer las bases 

generales para la emisión de políticas públicas integrales y directrices básicas en el 

combate a la corrupción, difusión de la cultura de integridad en el servicio público, 

transparencia en la rendición de cuentas, fiscalización y control de los recursos 

públicos, así como de fomentar la participación ciudadana, como condición 

indispensable en su funcionamiento. En ese contexto, dentro del nuevo marco 

constitucional de responsabilidades, dicho sistema nacional se instituye como la 

instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno 

competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, fiscalización, vigilancia, control y rendición 

de las cuentas públicas, bajo los principios fundamentales de transparencia, 

imparcialidad, equidad, integridad, legalidad, honradez, lealtad, eficiencia, 

eficacia y economía; mecanismos en los que la sociedad está interesada en su 

estricta observancia y cumplimiento. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 311/2018. Presidente de la República y otros. 4 de abril de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Héctor 

Reyna Pineda. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2020024  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a. XXXIV/2019 (10a.)  

 

REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. BLOQUEAR O NO 
PERMITIR EL ACCESO A UN USUARIO A LAS CUENTAS EN LAS QUE 
COMPARTEN INFORMACIÓN RELATIVA A SU GESTIÓN GUBERNAMENTAL 
SIN CAUSA JUSTIFICADA, ATENTA CONTRA LOS DERECHOS DE LIBERTAD 
DE EXPRESIÓN Y DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA CIUDADANÍA. 
 

Las redes sociales se han convertido en una fuente de información para las personas y un 

espacio donde la discusión pública se desarrolla diariamente. En este entendido, muchas 

instituciones gubernamentales y servidores públicos disponen de cuentas en redes sociales, 

en las que aprovechan sus niveles de expansión y exposición para establecer un nuevo 

canal de comunicación con la sociedad. Es así como las cuentas de redes sociales 

utilizadas por los servidores públicos para compartir información relacionada con su gestión 

gubernamental adquieren notoriedad pública y se convierten en relevantes para el interés 

general. En estos casos, el derecho de acceso a la información (reconocido por el artículo 

6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos) debe prevalecer sobre el 

derecho a la privacidad de los servidores públicos (establecido en los artículos 6o., párrafo 

primero, 7o., párrafo segundo y 16, párrafo primero, constitucionales), que voluntariamente 

decidieron colocarse bajo un nivel mayor de escrutinio social. En consecuencia, los 

contenidos compartidos a través de las redes sociales gozan de una presunción de 

publicidad, y bajo el principio de máxima publicidad previsto en el artículo 6o., apartado 

A, fracción I, de la Constitución Federal, deben ser accesibles para cualquier persona, razón 

por la cual bloquear o no permitir el acceso a un usuario sin una causa justificada, atenta 

contra los derechos de libertad de expresión y de acceso a la información de la 

ciudadanía. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cuatro 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
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González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González 

Salas; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: Eduardo 

Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 
 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2020025  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a. XXXV/2019 (10a.)  

 

REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL DE SUS CUENTAS PERSONALES NO PUEDE OBEDECER A 
SU CONFIGURACIÓN DE PRIVACIDAD. 
 

Los servidores públicos ostentan un grado mayor de notoriedad e importancia en la 

sociedad, pues sus actividades son de relevancia para la ciudadanía por el tipo de labores 

desempeñadas en el ejercicio de su gestión, así como por el uso de los recursos públicos 

manejados en beneficio de la comunidad. Bajo estas premisas, se justifica que el espectro 

de protección de su derecho a la intimidad reconocido por los artículos 6o., párrafo 

primero, 7o., párrafo segundo y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos se vea disminuido. En el caso de sus cuentas personales de redes sociales, 

éstas adquieren la misma relevancia pública que sus titulares, particularmente si a través de 

ellas comparten información o manifestaciones relativas a su gestión gubernamental, 

cuestiones que siempre serán objeto del interés general protegidas por el artículo 6o. de la 

Constitución Federal. En consecuencia, la privacidad de sus cuentas personales de redes 

sociales no puede depender únicamente de la configuración abierta o cerrada que se 

elija, sino que debe obedecer al tipo de información publicada a través de éstas. Por tal 

motivo, en caso de controversia se deberán analizar los contenidos difundidos, así como su 

relevancia para el interés general y la discusión pública de los asuntos para poder 

determinar el nivel de protección constitucional que merecen. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cuatro 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 

González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González 

Salas; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: Eduardo 

Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz. 
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Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2020036  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a. XXXVII/2019 (10a.)  

 

SERVIDORES PÚBLICOS. TIENEN UN DERECHO A LA PRIVACIDAD MENOS 
EXTENSO QUE EL DEL RESTO DE LA SOCIEDAD EN RELACIÓN CON LAS 
ACTIVIDADES VINCULADAS CON SU FUNCIÓN. 
 

Las autoridades están obligadas a garantizar el derecho a la privacidad de todas las 

personas de conformidad con los artículos 6o., apartado A, fracción II y 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, ese derecho no es 

absoluto, por lo que en algunos casos puede ser limitado siempre que la restricción cumpla 

con ciertos requisitos, tales como que: a) esté prevista en la ley; b) persiga un fin legítimo; y 

c) sea idónea, necesaria y proporcional. En el caso específico de los servidores públicos, sus 

labores, manifestaciones o expresiones, funciones e incluso aspectos de su vida privada que 

pudieran estar vinculados con el desempeño de su encargo están sujetas a un mayor 

escrutinio social, pues esa información es de interés para la comunidad por el tipo de tareas 

desempeñadas en el ejercicio de su gestión, así como por el uso de los recursos públicos 

manejados en beneficio de la comunidad. En consecuencia, el derecho a la privacidad 

de los servidores públicos es menos extenso que el del resto de la sociedad cuando se trate 

de aspectos relacionados con su actividad desempeñada como funcionarios. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cuatro 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 

González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González 

Salas; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: Eduardo 

Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación.  
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Época: Décima Época  

Registro: 2020089  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: III.7o.A.34 A (10a.)  

 

PROCEDIMIENTO PARA EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES 
RESARCITORIAS. LE SON INAPLICABLES LOS PRINCIPIOS DE PRESUNCIÓN 
DE INOCENCIA E IN DUBIO PRO REO. 
 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 

43/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES 

APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O 

MODULACIONES.", sostuvo que el principio de presunción de inocencia, como 

derecho fundamental de toda persona, resulta aplicable a los procedimientos de 

cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la 

facultad punitiva del Estado, con matices o modulaciones, según el caso, debido 

a su naturaleza gravosa. Ahora bien, la finalidad perseguida con la instauración de 

un procedimiento de responsabilidad resarcitoria, es restituir a la hacienda pública 

y al patrimonio de los entes públicos el monto de los daños y perjuicios estimables 

en dinero que se les hayan causado, con el fin de dejar indemne el patrimonio del 

Estado, esto es, se trata de una pretensión reipersecutoria, habida cuenta que el 

interés del Estado no es castigar al servidor público, sino buscar la integridad de su 

patrimonio. Por su parte, los procedimientos de responsabilidad administrativa 

tienen por objeto imponer una sanción a los servidores públicos que, en ejercicio 

de sus funciones, lleven a cabo una actuación anómala que presuponga la 

existencia de un tipo administrativo que conlleve el reproche a una infracción a 

través de una pretensión punitiva. Por tanto, a los procedimiento para el 

fincamiento de responsabilidades resarcitorias, al no ser punitivos, les son 

inaplicables los principios de presunción de inocencia e in dubio pro reo, toda vez 

que aquéllos no toman en cuenta los principios que deben regir el desempeño de 

las funciones que tenía el sancionado, sino que la reprochabilidad de esa 
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conducta atiende únicamente a que se hubiera causado un daño patrimonial, 

dada la pretensión del ente público que tiene por objeto dejar indemne al 

patrimonio del Estado, por sí o por otro, por la omisión en el ejercicio de sus 

atribuciones, a causa de una culpa legal, un daño, perjuicio o agravio ocasionado. 

Lo anterior, porque los principios previstos por el derecho penal, con las 

modulaciones respectivas, sólo podrían aplicarse en el derecho administrativo 

disciplinario, en lo que resulte pertinente, para fundar y motivar la sanción en los 

procedimientos relativos; sin embargo, en el procedimiento resarcitorio, cuando se 

advierta la responsabilidad del agente, la consecuencia radicará en ordenar 

reparar el daño patrimonial causado. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 351/2018. José Ángel Orozco García. 3 de mayo de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Édgar Iván 

Ascencio López. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 43/2014 (10a.) citada, aparece publicada en 

el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 

horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 

7, Tomo I, junio de 2014, página 41. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2020014  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.10o.A.110 A (10a.)  

 

MAGISTRADOS ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA. ATRIBUTOS QUE DEBEN ACREDITARSE PARA CUMPLIR 
CON EL PRINCIPIO DE IDONEIDAD EN SU DESIGNACIÓN Y RATIFICACIÓN. 
 

De la interpretación sistemática y funcional de los criterios sobre el nombramiento 

de los juzgadores, establecidos tanto por el Comité de Derechos Humanos de la 

Organización de las Naciones Unidas, como por la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos; así como de lo establecido en el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

los artículos 73, fracción XXIX-H y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, reformados mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 27 de mayo de 2015 y 43 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, se colige que para su designación y ratificación, los 

Magistrados especializados en materia de responsabilidades administrativas de 

dicho órgano jurisdiccional deben cumplir con el principio de idoneidad, el cual 

comprende la acreditación de cualidades especiales vinculadas con su calidad 

ética, honorabilidad, alto sentido de responsabilidad, absoluta capacidad 

organizativa y ejecutiva, amplios conocimientos y experiencia profesional en las 

materias especializadas que deben aplicar en el ejercicio de su función, es decir, 

sobre responsabilidades administrativas, combate a la corrupción en el ámbito del 

Sistema Nacional Anticorrupción, fiscalización y rendición de cuentas públicas, 

sistemas de contabilidad gubernamental, licitaciones públicas y adquisiciones del 

sector público, así como conocimientos actualizados sobre los criterios 

jurisprudenciales aplicables; además, tomando en cuenta el alto nivel de sus 
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encargos en el ámbito de la justicia administrativa nacional, deben contar con 

honestidad invulnerable, excelencia profesional, laboriosidad y organización. 

Atributos con los cuales se integra el perfil de idoneidad, cuya observancia y 

cumplimiento permite armonizar con los altos fines del nuevo sistema constitucional 

de responsabilidades administrativas y combate a la corrupción establecido por el 

Poder Reformador de la Constitución. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 311/2018. Presidente de la República y otros. 4 de abril de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Héctor 

Reyna Pineda. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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MAGISTRADOS ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA. ASPECTOS QUE DEBEN DETALLARSE 
PORMENORIZADAMENTE PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
TRANSPARENCIA Y MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL PROCEDIMIENTO PARA SU 
DESIGNACIÓN Y RATIFICACIÓN. 
 

Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015, 

se reformó el artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para instituir el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, dotado de una nueva 

competencia para imponer sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades 

administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en 

actos vinculados con éstas, así como para fincar a los responsables el pago de las 

indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten 

a la hacienda pública federal o al patrimonio de los entes públicos federales. Para cumplir 

con ese objetivo, en la ley orgánica del tribunal mencionado se creó una Tercera Sección 

de la Sala Superior y cinco Salas Especializadas en materia de responsabilidades 

administrativas, conformadas con tres Magistrados cada una, cuya designación 

corresponde al presidente de la República y su ratificación a la Cámara de Senadores o, 

en sus recesos, a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, órganos legislativos 

que deben valorar la justificación de la idoneidad de las personas propuestas, su trayectoria 

profesional y académica, a través del procedimiento respectivo, que cumpla con los 

principios de transparencia y máxima publicidad, para lo cual, no basta que el Ejecutivo 

Federal, al someter a la consideración del Legislativo sus propuestas, transcriba el currículum 

vitae o la experiencia profesional de los interesados, sino que es indispensable detallar 

pormenorizadamente por qué tienen los méritos suficientes en materia de fiscalización, 
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responsabilidades administrativas, hechos de corrupción o rendición de cuentas, así como 

la calidad profesional y ética para acceder al cargo. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 311/2018. Presidente de la República y otros. 4 de abril de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Héctor Reyna 

Pineda. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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PROCEDIMIENTOS PARA EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES 
RESARCITORIAS Y ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. SUS NOTAS 
DISTINTIVAS. 
 

De acuerdo con los artículos 79 y 108 a 114 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el sistema de responsabilidades de los servidores públicos se estructura a partir 

de diversos tipos de éstas, entre las que destaca la resarcitoria, cuyo objeto es restituir a la 

hacienda pública y al patrimonio de los entes públicos el monto de los daños y perjuicios 

estimables en dinero que se les hayan causado, con el fin de dejar indemne el patrimonio 

del Estado. Por su parte, los procedimientos de responsabilidad administrativa tienen como 

finalidad imponer una sanción a los servidores públicos que, en ejercicio de sus funciones, 

lleven a cabo una actuación anómala que presuponga la existencia de un tipo 

administrativo que conlleve el reproche a una infracción a través de una pretensión 

punitiva. En ese orden de ideas, el procedimiento para el fincamiento de responsabilidades 

resarcitorias persigue una pretensión reipersecutoria, es decir, el interés del Estado no es 

castigar al servidor público, sino buscar la integridad de su patrimonio, en virtud de que la 

conducta atribuida ha causado un daño patrimonial al ente público, tan es así que este 

tipo de responsabilidades se fincarán, independientemente de las que procedan con base 

en otras leyes y de las sanciones, incluso de carácter penal que imponga la autoridad 

judicial, lo que de suyo implica que el procedimiento resarcitorio y el administrativo 

sancionador no son excluyentes entre sí, ya que parten de supuestos y persiguen objetivos 

distintos. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 351/2018. José Ángel Orozco García. 3 de mayo de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Édgar Iván Ascencio López. 
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Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE 
ACTUALIZA POR CONDUCTAS QUE, SIN AFECTAR LA DEBIDA PRESTACIÓN 
DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA, VIOLEN LOS PRINCIPIOS Y 
DISCIPLINA APLICABLES A AQUÉLLOS Y SE TRADUZCAN EN UN ABUSO O 
EJERCICIO INDEBIDO DEL CARGO PARA OBTENER BENEFICIOS QUE SÓLO 
CON ESE CARÁCTER SE LOGRARÍAN. 
 

El artículo 109, fracción III, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos dispone que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por 

los actos u omisiones que afecten los valores esenciales en sus relaciones orgánicas con la 

administración, determinando la aplicación de principios como los de legalidad, honradez, 

lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, 

cargos o comisiones; dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución 

e inhabilitación, así como económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 

beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y 

perjuicios patrimoniales causados. Así, tanto el servicio público, que incluye satisfacer 

intereses públicos fundamentales a través de la función pública encomendada, como las 

relaciones de organización entre la administración y sus servidores públicos, deben regirse 

por los aludidos principios. Tomando como base lo anterior, no sólo aquellas conductas 

inherentes o directamente vinculadas con las atribuciones u obligaciones ejercidas en 

virtud del cargo o empleo desempeñado y que afecten de manera directa e inmediata el 

funcionamiento del servicio público son reprochables, sino también las inherentes a la 

buena marcha de la administración, que no son la esencia del servicio respectivo, pero que 

guardan un vínculo sistémico e instrumental, directo o inmediato, con las funciones 

ejercidas, en el entendido de que la disciplina es un principio organizativo de carácter 

esencial y de naturaleza estructural, que se manifiesta o expresa como un conjunto de 

relaciones de sujeción especial que se dan entre la administración y sus servidores, lo cual 

implica una vertiente institucional, pero también un conjunto de reglas que definen pautas 

de conducta interna de sus miembros, siendo su objetivo consolidar una organización 
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jerárquica y eficaz que la Constitución Federal encomienda a la administración a través de 

la eficiente función pública que satisfaga el interés general. En este contexto, el derecho 

disciplinario y el régimen de responsabilidades se extienden a una serie de relaciones de 

sujeción especial, incluso de carácter instrumental, para facilitar la consecución de 

objetivos, incluyendo todo lo conducente y correlacionado a la obtención de fines 

institucionales, que si bien no afectan directamente la función pública encomendada, sí 

derivan en responsabilidad disciplinaria. Por tanto, no únicamente las conductas que en el 

ejercicio de las funciones encomendadas afecten la debida prestación de la actividad 

administrativa actualizan una responsabilidad administrativa de los servidores públicos, sino 

también aquellas que, sin estar directamente vinculadas con el servicio público, afecten a 

la organización, al violar los principios y disciplina aplicables a aquéllos y se traduzcan en 

un abuso o ejercicio indebido del cargo para obtener beneficios que sólo con ese carácter 

se lograrían. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 81/2019. 

Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública, encargado 

de la defensa jurídica del titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en la Secretaría de Cultura. 2 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
A LOS PROCEDIMIENTOS CORRESPONDIENTES A CONDUCTAS 
REPROCHADAS COMETIDAS BAJO LA VIGENCIA DE LA ABROGADA LEY 
FEDERAL RELATIVA, LES SON APLICABLES LAS REGLAS DE ÉSTA Y NO LAS 
DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. 
 

Si la conducta reprochada en un procedimiento administrativo disciplinario se cometió 

cuando regía la abrogada Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos –LFRASP–, pero éste se sustancia conforme a la vigente Ley General de 

Responsabilidades Administrativas –LGRA–, surge la interrogante consistente en ¿quién es 

competente para tramitar esos procedimientos y cuál es el régimen para aplicar las 

sanciones? En principio, parece no existir duda de que, por la fecha de comisión de las 

conductas sancionadas, debe aplicarse la LFRASP en lo sustantivo; sin embargo, la 

adjudicación de consecuencias previstas en leyes sustantivas se obtiene a partir de aplicar 

reglas de procedimiento y de resolución creadas para aquéllas. Lo anterior, porque los 

procedimientos son cauces, métodos o secuelas para determinar aspectos sustantivos 

como: derechos, obligaciones, responsabilidades, sanciones, etcétera, por lo que intentar 

aplicar normas sustantivas pertenecientes a un ordenamiento y sistema, a partir de reglas 

procedimentales que atienden a otra ley y sistema regulatorio, es conjuntar disposiciones 

que tienen fines, objetivos y racionalidades distintas. Así, en muchos casos, esto no permite 

disociar unas disposiciones de otras, pues lo adjetivo o procedimental se entremezcla con 

lo sustantivo para precisar efectos y resultados, considerando como un todo la secuela y 

concatenación de elementos o fases de una cadena que: i) parte de una falta, lo que 

determina ii) desplegar un procedimiento ad hoc y particular para concluir, en su caso, iii) 

con la imposición de una sanción, resultante y producto de esos antecedentes o 

presupuestos. En este contexto, para no defraudar tanto derechos como propósitos 

regulatorios, lo pertinente es extender la pervivencia de la LFRASP, tanto en lo sustantivo 

como en lo adjetivo, para sancionar conductas consumadas durante su vigencia, por lo 

que la LGRA no puede servir de sustento, incluso procedimental, para sancionar conductas 
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realizadas bajo la vigencia de la LFRASP, pues ello atiende a que, en cuanto a la 

interpretación de normas adjetivas o procedimentales, debe existir razonabilidad, pues los 

nuevos procedimientos y competencia de las autoridades que actúan conforme a la LGRA, 

guardan conexión y tienen sentido con el tipo de falta cometida, pero ésta debe estar 

prevista en el ordenamiento respectivo, en el entendido de que esta última legislación 

distingue expresamente entre faltas graves y no graves, incluso entre las cometidas por 

particulares en connivencia con servidores públicos, pero a partir de razones, causas, 

propósitos y consecuencias distintas de lo previsto en la que le antecedió, lo que no es 

compatible con la LFRASP. Ello se considera así, pues la LGRA prevé reglas específicas o 

diferenciadas en cuanto a etapas procesales, caducidad, procedencia y valoración de 

pruebas, autoridades involucradas –investigadora, sustanciadora y resolutora–, así como 

tipos de faltas, sanciones y autoridades vinculadas en la aplicación de la ley. En estas 

condiciones, no puede hacerse una separación tajante entre normas sustantivas y 

adjetivas, sin ver el contexto sistemático, estructural y funcional del paquete normativo que 

contempla la ley vigente, distinto al de la abrogada, pues aquélla establece nuevas 

competencias y procedimientos atendiendo a un esquema de tipificación y sanción, 

problemas sociales y jurídicos que dan importancia especial al combate a la corrupción, lo 

cual es incompatible con el esquema procedimental y sustantivo de la LFRASP. Por tanto, si 

la conducta se actualizó bajo la vigencia de la LFRASP, debe aplicarse también ésta en lo 

relativo al procedimiento y criterios de sanción correspondientes, y no la LGRA, que 

contiene una categorización incompatible para el viejo modelo, a saber, distinción en la 

aplicación y tratamiento de faltas graves y no graves bajo referentes y para propósitos 

diferenciados, tomando en consideración que estos criterios interpretativos y de 

operatividad de regulaciones se inscriben en las amplias facultades decisorias y de solución 

de conflictos que se deducen del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, ante lagunas del orden jurídico aplicable, pero que determinan la intervención 

de tribunales para la solución razonable y justa de controversias en temas de fondo. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 81/2019. 

Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública, encargado 

de la defensa jurídica del titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en la Secretaría de Cultura. 2 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 

 
 
 
 


